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INFORME





Ese H. Senado, por Oficio N° 14.513 de 7 de julio pasado y de conformidad a lo establecido en el articulo 74 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley 18.916, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ha remitido a esta Corte Suprema, para su informe, copia del proyecto de ley iniciado en moción en la H. Cámara de Diputados- que "modifica el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal para perfeccionar las normas sobre libertad provisional y proteger a las personas ante la delincuencia".





Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte Suprema de la materia consultada, en sesión del 23 de julio en curso, presidido por el titular que suscribe y con la asistencia de los Ministros señores Jordán, Faúndez, Álvarez García, Carrasco, Correa, Navas, Libedinsky, Ortlz, Benquis, Tapia, Gálvez, Chaigneau, Rodriguez, Cury, Pérez, Álvarez Hernández, Marín, Yurac y Espejo, acordó informar el proyecto, en cuanto a la materia consultada y que por disposición constitucional y legal le corresponde opinar, de la siguiente forma:





El proyecto de ley en estudio tiene un Articulo Único, que dispone "Sustitúyese el inciso segundo del artículo 363 del Código de Procedimiento Penal por el siguiente:





El juez deberá estimar que la libertad del imputado resulta peligrosa, para la seguridad de la sociedad cuando existan antecedentes que hagan presumir que continuará delinquiendo o que tratará de eludir la acción de la justicia, para le cual considerará alguna de las siguientes circunstancias: la gravedad de la pena asignada al delito; el número de delitos que se le imputare y el carácter de los mismos; la existencia de procesos pendientes; el hecho de encontrarse sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de alguno de los .beneficios contemplados en la ley N° 18.216; la existencia de condenas anteriores cuyo cumplimiento se encontrare pendiente, atendiendo a la gravedad de loa delitos de que trataren; el hecho de haber sido condenado y haber cumplido la pena, tratándose de delitos de la misma especie o de similar o mayor gravedad, y el número o multiplicidad de hechores, cuando actuaren concertadamente para .facilitar la comisión del delito o procurarse la impunidad".





Cabe advertir que ya el Pleno de esta Corte Suprema emitió su opinión al respecto cuando informó con motivo del proyecto de ley sobre restricciones al otorgamiento de la libertad provisional, iniciado por Moción en la H. Cámara de Diputados (Boletín N° 2168-07} En efecto, mediante nuestro oficio N° 2.013 de 11 de noviembre último, este Tribunal procedió a evacuar el trámite de rigor, informando al respecto nuestra opinión contraria al referido proyecto.





Si bien el texto de dicha iniciativa -que interpretaba el inciso 2° del articulo 363 del Código de Procedimiento Penal- experimentó algunas variaciones en su redacción original, en esencia conserva su propósito de continuar en la línea de obstaculizar la facultad que la Constitución entrega exclusivamente al órgano jurisdiccional para apreciar discrecionalmente los hechos que no hacen aconsejable el otorgamiento del beneficio de la excarcelación, cuando la mantención de la detención o de la prisión son necesarias para el éxito de la investigación o para la seguridad de la sociedad o de la persona del ofendido. Por dicha causa este Tribunal mantiene lo que ya expresado a la sazón.





Aparte de nuevas y reiteradas campañas patrocinadas por algunos medios, basadas en hechos coyunturales, que han hecho impacto en la emoción de la población, no existen realmente otros elementos distintos a los ya considerados y ponderados en el informe referido.





En la eventualidad de que el H. Senado no lo hubiese recibido, nos permitimos transcribirlo acto seguido:





"En respuesta a su oficio N° 1953 de 23 cíe Mayo último, que dice relación con el proyecto de ley que interpreta el inciso 2° del artículo 363 del Código de Procedimiento Penal, sobre libertad provisional (Boletín N° 2168-07), esta Corte Suprema, conforme a lo acordado por el Tribunal Pleno, en sesión del 30 de octubre pasado, presidida por el titular que suscribe y con la asistencia de los Ministros señores Jordán, Faúndez, Álvarez, Carrasco, Garrido, Libedinsfcy, Benguis, Tapia, Calvez, Chaigneau, Rodríguez, Cury, Pérez, Álvarez Hernández, Marín y Espejo, tienen el agrado de informar lo siguiente;





1.- En su génesis, el Código de Procedimiento Penal estableció que la libertad provisional era un beneficio que se concedía según determinadas circunstancias, y que estaba vedado en ciertos casos. Se denegaba si la privación de libertad era estrictamente necesaria para las investigaciones del sumario y para la Seguridad de la persona del ofendido; y se establecía en su artículo 386, que actualmente lleva el 363, la inexcarcelabilidad para vagabundos y reincidentes.






Por sucesivas modificaciones (Leyes N°s 7.836, 8.716, 11.183, 11.625, 13.303, 17.437, de 1944, 1947, 1953, 1954, 1959, 1969 y 1971, respectivamente) se fueron agregando diversas situaciones -tanto genéricas como específicas- de prohibición de excarcelación, las cuales se mantenían a todo lo largo del juicio sin límites de duración, hasta que se fijó un plazo máximo de seis meses en la Ley Nº 16.437 de 1966, pasado el cual la libertad provisional era obligatoria.





2.- La situación cambió radicalmente con la dictación del Acta Constitucional N° 3, de Noviembre de 1976, la que dispuso en su artículo 1º Nº 6 letra d), que la libertad provisional era un derecho que procedía siempre, a menos que la detención o prisión fuera considerada por el Juez necesaria para la investigación del sumario o para la seguridad del ofendido o de la sociedad.





Mediante el Decreto Ley N° 2185 de 1978, se adecuó el texto del articulo 363 del Código de Procedimiento Penal a la nueva normativa constitucional, cambiándose su contenido, agregando a los términos del Acta la necesidad de que la privación de libertad fuera "estrictamente necesaria", y especificando que la excarcelación ponía en peligro la seguridad de la sociedad cuando respecto del individuo, hubiera "antecedentes graves de que tratará de eludir la acción de la justicia o continuar su acción delictiva".





Posteriormente,- por el Decreto Ley N° 2621 de 1979 se complementó el articulo 363 con una enumeración de casos en que el Juez debía estimar que la libertad constituía un peligro concreto para la sociedad.





3.- En la Constitución de 1980 el articulo 19 N" 7 letra e) repitió los conceptos del Acta Constitucional, pero redujo el énfasis tan categórico de la procedencia de la excarcelación para ahora asegurar que "la libertad provisional procederá a menos que. . , ",etc.





La promulgación de esta Carta Fundamental no afectó al texto del articulo 363 del Código de Procedimiento Penal, que continuó sin modificaciones hasta la Ley N° 18.857 de 1999, que eliminó el calificativo de "estrictamente", a la situación de que la privación de libertad fuera estimada necesaria para las tres finalidades antes dichas.





Más adelante, la Ley N° 19.047 de 1991 suprimió lo relativo a las circunstancias en que se debía entender que la excarcelación del inculpado constituía peligro concreto para la seguridad de la sociedad; y en cambio, señaló en qué casos existía peligro para la víctima del delito.





Por la Ley Nº 19,385 se agregó al artículo 363 tres incisos relativos a la petición de datos al Registro Civil para conocer los antecedentes del detenido o preso; y finalmente, en la Ley Nº 19.503 se intercaló a ese artículo un inciso segundo por el que se indica al Juez que, para estimar que la libertad del imputado resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad. Debe tomar en consideración alguna de varias circunstancias que allí se enumera, entre las que se encuentran "la gravedad de la pena asignada al delito", "el número de delitos que se le imputare" y "la existencia de condenas anteriores cuyo cumplimiento se encuentra pendiente".





4.- Como puede advertirse el actual régimen constitucional de la libertad provisional, parte de la base que ella constituye un derecho que sólo puede restringir el órgano jurisdiccional correspondiente cuando, conforme a su apreciación discrecional, considera que la detención o la prisión preventiva son necesarias para las investigaciones del sumario, o para la seguridad del ofendido o de la sociedad.





Por lo tanto, la regla general es la excarcelación y la excepción es la privación de libertad, que únicamente el Juez puede disponer, determinando en cada caso si la situación de ese detenido o preso se encuentra en alguna de las condiciones de limitación del derecho constitucional reconocido en el articulo 19 N° 7 letra e,) de la Carta.





En consecuencia, ninguna autoridad, por sí o por medio de normas de rango inferior a las constitucionales, puede asumir, limitar o condicionar el ejercicio de las atribuciones tan claramente asignadas a los Tribunales de Justicia en esta materia.





5.- El actual proyecto, fundándose en que, el contenido del artículo 363 del Código de Procedimiento Penal "en  algunas  circunstancias  ha determinado  que los Tribunales actúen en términos contradictorios unos a otros, al momento de resolver" solicitudes de excarcelación, propone intercalar tres artículos a continuación del precepto citado.





En el primer nuevo articulo -363 bis- se dice que "El Juez entenderá que la pena asignada., a uno o más delitos es grave" en los dos casos que allí se indican.





En el segundo -363 bis A- se dispone que "El Juez deberá denegar la libertad provisional del procesado, por ser peligrosa para la sociedad, cuando el número y carácter de los delitos cumplan algunos'"  de los seis requisitos que a continuación consigna.





Y en el tercero -363 bis B- se establece que "El Juez al determinar la existencia de condenas anteriores"... "deberá no sólo considerar las circunstancias descritas en los articules precedentes, sino también la habitualidad o profesionalidad" que aparezca en la comisión de los delitos.





6.- El  contenido de los tres preceptos propuestos está dirigido a regular la actividad del Juez en cuanto al otorgamiento de la libertad provisional.





El 363 bis y el 363 bis B especifican determinados elementos que el Tribunal penal debe considerar, o definen términos que puede tomar en cuenta para "estimar" que la excarcelación es peligrosa para la sociedad.





Y, por su parte, el 363 bis A obliga al Juez a negar la libertad provisional por igual motivo, en razón de la cantidad y naturaleza de los ilícitos que se atribuyen al detenido o preso.





No cabe duda, por consiguiente, de que el proyecto interfiere con las atribuciones de los Tribunales de Justicia en lo criminal, en una materia en que la Constitución Política les ha entregado la exclusividad de decisión, y así se pretende en una parte, -artículos 363 bis y 363 bis B- limitar estas facultades al señalar determinadas situaciones que tendrá que considerar, estimar o apreciar al .resolver; y en la otra -articulo 363 bis A- sustituir la voluntad judicial por una norma legal imperativa.





7.- A lo anterior debe agregarse que el articulo 42 del Código de Procedimiento Penal establece que "a nadie se considerará culpable de delito ni se le aplicará pena alguna sino en virtud de sentencia dictada por el tribunal establecido por la ley, fundada en un proceso previo legalmente tramitado; pero el imputado deberá someterse a las restricciones que con arreglo a la ley se impongan a su libertad o a sus bienes durante el proceso".





Y por otra parte conviene nacer presente que esta Corte, el 8 de Junio último (de 1998), en el informe de carácter general emitido para el Honorable Senado, sobre el Proyecto de Código Procesal Penal, ha expresado lo siguiente:






"Es ostensible que en los últimos tiempos se observa en la sociedad nacional posiciones disímiles sobre la libertad del procesado, una corresponde a quienes para satisfacer la inquietud de la población del país sobre seguridad ciudadana, piensan que debe restringirse la libertad provisional de aquellos que se encuentran sujetos 5 prisión preventiva con motivo de la instrucción de un proceso criminal. Otra posición es la que se desprende de la normativa que sobre este punto se establece en el Proyecto, donde las garantías procesales del imputado son reconocidas con amplitud respetando la presunción de inocencia y los principios consagrados en los pactos internacionales aprobados por Chile.





Dable es señalar que en el pasado se criticó con mucha severidad la tendencia de los jueces a restringir la libertad provisional precisamente preocupados de asegurar la tranquilidad social; pero el Estado adoptó una política tendiente a ampliar el beneficio de la libertad provisional frente al hecho real de que en los establecimientos de reclusión habían más procesados que condenados. Respecto de la libertad provisional la legislación no ha mantenido una posición definida y relativamente permanente, sino una sujeta a frecuentes cambios, lo que es inconveniente e inadecuado para la seguridad jurídica. Esta Corte estima fundamental que en el nuevo procedimiento se estudie y considere en profundidad esa normativa y, sobre todo, las consecuencias que traerá en la sociedad. Es indudable que la posición que los legisladores adopten sobre esta materia determinará el resultado que producirá en la comunidad; a los magistrados les corresponde interpretar y aplicar esa normativa en su mejor y más recto sentido, pero siempre respetando el principio que la inspire".





8.- En consecuencia, esta Corte Suprema debe manifestar su opinión contraria al referido proyecto.





Es cuanto esta Corte Suprema puede informar en torno al proyecto de ley en examen.”






Es todo cuanto este Tribunal informa respecto del proyecto en estudio.






Saluda atentamente a Ud.






Roberto Dávila Díaz






       Presidente

Carlos Meneses Pizarro


Secretario
